PROYECTO DE LEY DE MODIFICACIÓN DEL RÉGIMEN DE LICENCIA POR ENFERMEDAD DE LARGO TRATAMIENTO

EN EL ÁMBITO DEL EMPLEO PUBLICO DEL GOBIERNO DE LA CIUDAD AUTÓNOMA DE BUENOS AIRES

Artículo 1º.- Reemplazase el segundo y tercer párrafo del artículo 21 de la Ley 471, por el siguiente texto: 

“En el caso de enfermedades crónicas terminales o crónicas invalidantes, una vez agotados los dos primeros años de la licencia por enfermedad de largo tratamiento, será renovable en iguales condiciones con percepción integra de haberes, sin plazo perentorio hasta que el agente se incorpore al régimen de jubilación ordinaria o al régimen de jubilación por invalidez, según corresponda. 

Para acceder a dicho beneficio el agente debe acreditar la condición de su enfermedad mediante certificado extendido por organismo del estado competente en el área de la salud. Será el organismo de Reconocimiento Médico Laboral del Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires el encargado de otorgar dicha licencia”. 

Artículo 2º.- Comuníquese al Poder Ejecutivo de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, etc.

FUNDAMENTOS

Señor Vicepresidente 1º a cargo de la presidencia:

El artículo 21 de la Ley 471 de Relaciones Laborales en la Administración Pública de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, regula la licencia por enfermedad de largo tratamiento, estableciendo que: 

“En los supuestos de enfermedades de largo tratamiento el trabajador tiene derecho a una licencia de 2 años con goce de haberes. Vencido este plazo el trabajador tiene derecho a una licencia de un año adicional, durante el cual percibirá el 75% de sus haberes.

Si vencido este plazo el trabajador no estuviera en condiciones de reingresar al trabajo y el servicio médico del Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires entendiera que el trabajador enfermo se encuentra en condiciones de acceder a algún beneficio previsional por razones de invalidez, el Gobierno de la Ciudad Autónoma le otorgará al trabajador un subsidio que consistirá en el 30% de su mejor remuneración normal y habitual hasta tanto el beneficio previsional le sea concedido por la autoridad de aplicación a nivel nacional.

Este beneficio será otorgado por un plazo máximo de 2 años.

El Gobierno de la Ciudad Autónoma patrocinará al trabajador en sus reclamos administrativos y judiciales a los fines de que los organismos competentes a nivel nacional le otorguen los beneficios que en materia de seguridad social le correspondan”

De la norma ut supra transcripta surge que en caso de enfermedades de largo tratamiento, la licencia es inicialmente hasta 2 años con goce de haberes; luego un año adicional con 75% de su sueldo y si ulteriormente el trabajador no estuviera en condiciones de reingresar y se encuentra en condiciones de acceder a una jubilación por invalidez, cobra un subsidio por 30% del sueldo hasta el otorgamiento del beneficio previsional o hasta el plazo máximo de 2 años.

De lo expuesto se colige que existen situaciones en las que los trabajadores no son amparados por el GCBA, pues al encontrarse ante una delicada situación de salud por una enfermedad de largo tratamiento que ha requerido mas de 2 años de licencia (continuos o fraccionados en la vida laboral del agente desde su ingreso a la administración), se le suma a esto una complicación económica por la reducción de sus ingresos al 75%; situación que luego de 1 año empeorará al quedarse sin obra social, percibiendo solo un subsidio por el 30% del valor de su sueldo, para que finalmente si luego de 2 años no se pudo jubilar, pasar a una situación de indigencia total, sin obra social y ni ingresos.

Es dable destacar que el artículo 48 de la Ley 24.241 que regula el Sistema Integrado Previsional Argentino (SIPA) establece que solo tienen derecho al retiro por invalidez, los afiliados que: “Se incapaciten física o intelectualmente en forma total por cualquier causa. Se presume que la incapacidad es total cuando la invalidez produzca en su capacidad laborativa una disminución del sesenta y seis por ciento (66 %) o más...”

Además, el trabajador debe poseer a la fecha de solicitud del retiro por invalidez, el ingreso de aportes previsionales durante:

·
30 meses, dentro de los últimos 36 meses (aportante regular) o; 

·
18 meses dentro de los últimos 36 (aportante irregular con derecho), o

·
30 años de servicios con aportes en forma continua o discontinua (aportante regular)

La mayoría de las enfermedades crónicas terminales o invalidantes, no producen –salvo en su fase terminal- una incapacidad laborativa superior al 66 %, conforme los parámetros exigidos por del Sistema Integrado Previsional Argentino, para acceder a una jubilación por invalidez.

Las enfermedades crónicas son aquellas enfermedades que se van desarrollando de manera progresiva y silenciosa y son irreversibles en tanto van ocasionando el deterioro de uno o varios órganos del cuerpo limitando seriamente sus funciones.

Si bien, la  mayoría  de ellas, detectadas a tiempo son controlables hasta el grado de permitir a las personas vivir con calidad y por mucho tiempo, son enfermedades que requieren de un control médico sistemático y permanente lo que origina gastos y problemas económicos, familiares, laborales y sociales. El costo de los tratamientos es alto debido al consumo permanente de fármacos y consultas médicas frecuentes.  

El 3 de 12 diciembre de 2009, la Legislatura de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, sancionó la Ley 3333 por la que se agregó al Estatuto del Docente de la Ciudad (Ordenanza n° 40593), el otorgamiento de licencias especiales por enfermedades crónicas terminales o crónicas invalidantes. 

Con esta incorporación al art. 70 inciso b) de la Ordenanza n° 40593, actualmente el Régimen Especial de Licencias para los docentes establece: 

“Las licencias especiales, extraordinarias, justificaciones y franquicias, serán acordadas o concedidas en los términos y plazos que a continuación se estipulan:” 

“b) Por afecciones o lesiones de largo tratamiento que inhabilitaran para el desempeño del trabajo, se otorgarán hasta dos (2) años de licencia, con percepción íntegra de haberes, en forma continua o discontinua. 

En el caso de enfermedades crónicas terminales o crónicas invalidantes, una vez agotados los dos primeros años de la licencia de largo tratamiento, será renovable en iguales condiciones con percepción integra de haberes, sin plazo perentorio hasta que el agente se incorpore al régimen de jubilación docente o al régimen de jubilación por invalidez, según corresponda. Para acceder a dicho beneficio el agente debe requerir de un organismo estatal, un certificado que acredite la condición de su enfermedad.

Será el organismo de Reconocimiento Médico Laboral del Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires el encargado de otorgar dicha licencia.” 

En los fundamentos de la Ley 3.333, se plantea que los docentes que teniendo una enfermedad de tipo crónica terminal o invalidante, que han agotado las licencias previstas en el artículo 70 del Estatuto Docente y que no están en condiciones ni de jubilarse ni de obtener una pensión por invalidez; se encuentran en una situación de injusticia y desigualdad al perder su salario, su obra social y su condición de trabajador; ya que dejarían de percibir su salario en el momento más necesario. 

Asimismo se manifiesta que lo que se busca es reconocer a los docentes una licencia médica con percepción total de haberes cuando por causa de dichas enfermedades deban ausentarse de su lugar de trabajo. Se podría gozar de dicha licencia siempre y cuando la enfermedad no fuere anterior a la fecha del apto médico. 

Dentro de los fundamentos, se adjuntó un listado de enfermedades consideradas crónicas, entre las cuales se encuentran, enfermedades infecciosas, de la sangre, endrocrinas, del sistema nervioso, del sistema circulatorio, cerebrovasculares, del sistema respiratorio, del sistema digestivo, de la piel y del tejido subcutáneo. 

Asimismo se han incluido trastornos mentales en general, en mecanismo de la inmunidad, episódicos y paroxísticos, y tumores malignos en general.

De este modo, el Estatuto Docente contempla una situación más beneficiosa para aquellos agentes que, habiendo cumplido el plazo de dos años con licencia por largo tratamiento médico con goce de haberes, no se encuentren en condiciones de incorporarse al régimen de jubilación ordinaria o por invalidez. Dicha modificación extiende la licencia con goce de haberes, sin plazo perentorio, hasta que el agente se incorpore a dichos regímenes. 

Corresponde mencionar que el artículo 70 (Régimen Especial de Licencias) inciso c), de la Ordenanza n° 40593 (Estatuto Docente), establece que para el tratamiento de afecciones o lesiones por accidentes de trabajo, se concede hasta 2 años de licencia, con percepción íntegra de haberes, en forma continua o discontinua, por una misma o distinta afección o lesión. Vencido este plazo, y subsistiendo la causal que determinó la licencia, se concede ampliación de la misma por el término de un 1 año, con percepción del 75% de los haberes.

Mediante Decreto nº 1.033/06, el Poder Ejecutivo de la Ciudad reguló el tratamiento de los accidentes de trabajo para los empleados públicos que no están comprendidos en el estatuto del docente.

En efecto el Decreto nº 1.033/06 establece  que en casos de accidentes de trabajo, se convalidarán las sumas remunerativas y no remunerativas percibidas por los agentes durante el período de incapacidad temporaria o provisoria, en iguales términos que el personal comprendido en la Ordenanza N° 40.593.

De este modo se equipararon los beneficios otorgados al personal docente con los del resto del personal de otras reparticiones del Gobierno de la Ciudad, que atravesaban idénticas circunstancias. 

.

De más esta decir, que la licencia incorporada en el artículo 70 b) del Estatuto Docente representa un gran avance en la protección moral y material del trabajador.

Sin embargo, al no estar contemplada esta situación en el régimen general previsto en la Ley 471, se produce una situación de profunda desigualdad entre el personal docente y el resto de los agentes del Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires que resulta imperioso subsanar.

Deviene necesario contemplar la situación aquí planteada y darle un cauce adecuado, teniendo en miras los preceptos y principios que emanan de la Constitución de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, entre ellos:


“La Ciudad desarrolla políticas sociales coordinadas para superar las condiciones de pobreza y exclusión mediante recursos presupuestarios, técnicos y humanos. Asiste a las personas con necesidades básicas insatisfechas y promueve el acceso a los servicios públicos para los que tienen menores posibilidades” (art. 17).


 “Se garantiza el derecho a la salud integral que está directamente vinculada con la satisfacción de necesidades de alimentación, vivienda, trabajo, educación, vestido, cultura y ambiente...” (art. 20).

“La Ciudad protege el trabajo en todas sus formas. Asegura al trabajador los derechos establecidos en la Constitución Nacional y se atiene a los convenios ratificados y considera las recomendaciones de la Organización Internacional del Trabajo (...) Garantiza un régimen de empleo público que asegura la estabilidad y capacitación de sus agentes, basado en la idoneidad funcional”. (art. 43).

La Ciudad reafirma los principios y derechos de la seguridad social de la Constitución Nacional y puede crear organismos de seguridad social para los empleados públicos. La ley no contempla regímenes de privilegio. (el resaltado es nuestro) (art. 44).

Por todo ello, la Defensora del Pueblo, en uso de las atribuciones conferidas por la Constitución de la Ciudad y la Ley 3, pone a vuestra consideración y de los señores legisladores, el presente proyecto de Ley.
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